
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS Y DE PROCEDENCIA / DEFECTO FÁCTICO / CASOS EN QUE SE PRESENTA / NO LO CONSTITUYE UNA MERA DIFERENCIA DE CRITERIO EN LA VALORACIÓN PROBATORIA.
… se recuerda que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
… vale la pena recordar, sobre el aludido defecto (fáctico), que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso:
“4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así: (…)
“(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio. Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”
… no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza la resolución de la funcionaria encartada y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo del peticionario no halla recibo en esta sede excepcional.

En suma, lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio acerca de la ponderación realizada por la funcionaria entre las normas que regulan el proceso de restitución de inmueble arrendado y las pruebas que se recolectaron durante su trámite, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio dieciséis del dos mil diecinueve      
Expediente: 66001-31-03-003-2019-00048-02
   
Acta N° 308 del 16 de julio del 2019   
Decide la Sala la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia del 31 de mayo del 2019 proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Wilmar Hernando Villafañe Castaño contra el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira a la que fueron vinculados Jaime Ardila Rodríguez, José Heberth Ceballos López, Ligia Flórez de Obando y Arturo Barriga Rodríguez.
ANTECEDENTES

Wilmar Hernando Villafañe Castaño, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira, en la que aduce que en la sentencia que se profirió en el proceso de restitución de inmueble arrendado con radicado 66001-41-89-001-2018-00164-00 al que asiste en calidad de demandado, hubo defectos que violentan su derecho fundamental al debido proceso.
Del extenso escrito presentado por el demandante, se extractan los siguientes hechos relevantes para a resolución del asunto: 

En el marco del aludido proceso, contestó la demanda y formuló cinco excepciones, todas acompañadas de una variedad de pruebas documentales y testimoniales a las que el Juzgado omitió darles el debido valor. En ese sentido y en relación con las excepciones se refirió a estos aspectos: 
(i)     Inexistencia de la obligación: omitió el Despacho valorar integralmente una prueba documental en la que se evidencia que el demandante reconocía a otra persona como arrendataria para el 16 de agosto del 2017, lo cual se corrobora con el testimonio de la señora Lili Castaño quien así lo afirma. 
(ii)      Inexistencia del contrato: (a) que la obligación había fenecido con el último pago efectuado al arrendador el 27 de julio del 2017, circunstancia que se ratifica con el testimonio del señor Leonardo Salazar Obando, débilmente desvirtuado por el Despacho con fundamento en la incongruente declaración de la señora Julia Rosa López; (b) Que que tampoco valoró los testimonios de Juan Rafael Aguilar y Aura Stella Echeverry, quienes refirieron que para los meses de agosto y septiembre del año 2017, era otra persona la que ocupaba el bien inmueble como dueña del establecimiento de comercio; (c) Que no se le dio valor a la declaración del señor José Leonardo Salazar Obando, quien adujo que el contrato nació verbalmente, que las declaraciones extrajuicio aportadas por el demandante eran falsas y que las mejoras fueron aceptadas por el arrendador. (d) Por último, que descartó la declaración de parte del señor José Heberth Ceballos López, uno de los demandantes, quien manifestó que no conocía a uno de sus demandados, es decir al señor Villafañe. 
(iii) Cobro de lo no debido: No se tuvieron en cuenta los recibos de pago de los cánones de arrendamiento hasta el momento en que culminó la relación contractual; ni tampoco lo que se pagó por concepto de mejoras. 
(iv) Pago de mejoras y derecho de retención: No comprende por qué se convalidó la postura de los demandantes en el sentido de que las mejoras no fueron permitidas, pues es inexistente una comunicación del arrendador oponiéndose a ellas; además, el mismo Jaime Ardila en su declaración indicó que frecuentaba el establecimiento de comercio de forma permanente.
(v)  
Fraude procesal: Las declaraciones que dieron vida al litigio estuvieron viciadas; y pese a que mediaba una denuncia en ese sentido, el Despacho omitió decretar la prejudicialidad del proceso. 

Pidió, en consecuencia, dejar sin efecto el fallo proferido el 15 de febrero del año 2019. 
El Juzgado de primera instancia dio trámite a la acción con las citadas vinculaciones, ordenó la inspección judicial del proceso cuestionado, corrió traslado a los convocados y decretó la medida provisional deprecada (f. 29, c. 1).
La Funcionaria encartada informó sobre el trámite del proceso e hizo saber que acató la medida provisional que se decretó en la acción de tutela (f. 37, c. 1). 
El señor Jaime Ardila Rodríguez, se opuso a las pretensiones del resguardo y, en resumen, respecto de las excepciones adujo:
(i) Inexistencia de la obligación: que en forma malintencionada el señor Villafañe desapareció el contrato que se le había suministrado para su revisión y firma, el que además estaba acompañado del inventario de muebles pertenecientes al establecimiento de comercio “Fonda y Estadero La Florida”, por lo anterior tuvo que aportar a la demanda de restitución las declaraciones extrajuicio de Dora Cardona y Fredy Ramos. Que su intención es demostrar la terminación unilateral del contrato del contrato para retener el inmueble, el pago de unos supuestos perjuicios y el cobro de unas mejoras que realizó en el inmueble sin su autorización. 

(ii)       Inexistencia del contrato: en el proceso quedó establecido la existencia del contrato con fundamento en las declaraciones extrajuicio rendidas por Dora Cardona y Fredy Ramos, las consignaciones realizadas por el señor Villafañe a una cuenta en Bancolombia que está a su nombre y en las solicitudes dirigidas a la Cámara de Comercio y la Empresa de Energía de Pereira, donde está demostrado que él tiene un establecimiento de comercio en el inmueble de su propiedad. 
(iii) Cobro de lo no debido: dice que más bien el accionante es el que no le ha pagado lo que debe, porque desde el 20 de abril del 2016 los pagos han sido irregulares y desde julio del año 2017 inexistentes. 

(iv) Pago de mejoras y derecho de retención: manifiesta no comprender por qué el accionante eleva la reclamación, si está probado que las adecuaciones y mejoras no le fueron consultadas y fueron hechas sin los correspondientes permisos; motivo por el cual en la actualidad se adelanta un proceso policivo sancionatorio y de demolición. 

(v)  Fraude procesal: Explica que no tiene sustento la afirmación de que las declaraciones extrajuicio son falsas; comoquiera que no ha habido siquiera una investigación que las declare como tal (f. 95, c. 1). 

El señor Arturo Barriga, puso de presente la gestión que viene desempeñando como secuestre en el proceso que aquí se examina, hizo saber que el inmueble está ocupado por un vecino del demandante y en ningún momento se ha tomado atribuciones que no le corresponden; además, ha estado informado siempre al Despacho sobre los pormenores del proceso (f. 98, c.1).  
Luego de que en esta sede se declarara parcialmente nulo el trámite de primera instancia, el Juzgado integró debidamente el contradictorio y notificó adecuadamente a unos litisconsortes que desconocían el contenido del auto admisorio de la demanda (f. 126, c. 1).
En tales circunstancias, compareció el señor José Everth Ceballos López, quien manifestó que fue vinculado al proceso, porque es copropietario del inmueble cuya restitución está en contienda, pero desconoce los pormenores, ya que es el señor Jaime Ardila Rodríguez quien está al frente de ello (f. 151, c. 1). 
Por su parte, la señora Ligia Flórez Rincón, comoquiera que en el proceso salieron avante sus pretensiones, en el sentido de que fue desvinculada en la sentencia, tal como quedó dicho en su numeral 5°,  se opuso a las peticiones del accionante porque si se dejara sin efectos la decisión podría verse perjudicada con el eventual inicio de un nuevo proceso, máxime cuando la jueza la desvinculó porque carecía de legitimación en la causa por pasiva, pues nada tuvo que ver con lo que allí se discutió (f. 153, c. 1).
Sobrevino la sentencia de primera instancia que negó la protección habida cuenta de que “la señora Jueza actuó dentro del margen interpretativo de las pruebas que fueron legalmente adosadas al expediente y por tanto, no estamos ante una vulneración de derechos fundamentales” (f. 159, c. 1).
Impugnó el accionante, quien ahondó en los argumentos esgrimidos en el escrito introductorio y se quejó sobre la falta de exhaustividad del Juzgado de primera instancia para valorar las situaciones plateadas en el amparo. 
En ese sentido manifestó que; (i) con la inspección judicial realizada por el Despacho accionado si bien se estableció que en el inmueble estaba funcionando un establecimiento de comercio, no se determinó que aquel recibiera por nombre Santo Pamelo; por el contrario lo que sí quedó demostrado en el proceso, es que desde el mes de agosto del año 2017 la señora Lili Castaño Ruiz estaba ocupando el bien; (ii) en el proceso quedó demostrado que las declaraciones extrajuicio que sirvieron como base de las demandas eran de mala fe, (iii) que la mora que se le endilga no existió, (iv) no se tuvieron en cuenta documentos y oficios de la CARDER, en los que se demostraba el mal estado del inmueble arrendado; y (v) se desestimaron las pruebas que demostraban que para agosto del 2017 no existía ninguna relación contractual con los demandantes. (f. 165, c. 1)  

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, en consideración a que el Juzgado, en el proceso que aquí se analiza, desestimó las excepciones que propuso en calidad de demandado, pese a que las pruebas recaudadas en el trámite del juicio, imponían declararlas probadas. 

El Juzgado de primera instancia negó la acción de tutela, comoquiera estimó que la funcionaria encartada emitió una decisión coherente con las pruebas que obraban en el proceso.
Corresponde a la Sala entonces, confirmar, modificar o revocar el fallo protestado, con fundamento en las razones esgrimidas por el recurrente. 
Para el efecto se recuerda que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 

De frente a ese derrotero se concluye que esta acción de tutela es procedente pues los presupuestos generales se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; la sentencia que se reprocha se produjo en un asunto de única instancia, lo cual soluciona lo que respecta con la subsidiaridad; fue proferida el 15 de febrero del 2019 y esta acción de tutela el 26 de febrero siguiente, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente y en extenso en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue en consecuencia verificar si, como afirma el accionante, la funcionaria encartada, en sus consideraciones sobre las excepciones que se formularon en el proceso de restitución de tenencia, incurrió en los defectos fácticos que le achaca. 
Por eso vale la pena recordar, sobre el aludido defecto, que la Corte Constitucional en la sentencia T-393 del 2017, expuso: 





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)





En este concreto asunto la inconformidad del solicitante estriba en la valoración que se les dio a algunas de las pruebas allegadas el trámite  que, a su juicio, conducían a la prosperidad de las excepciones propuestas. Como así es, vale recordar cuál fue el razonamiento del Juzgado frente a ellas (min 26:48 a 43:08 archivo SENT 2018…3004 del CD a f. 98v):




En asuntos de esta índole el artículo 384 del CGP exige acompañar a la demanda la prueba del contrato de arrendamiento que para el caso que nos ocupa consiste en las declaraciones juramentadas vertidas por los señores John Fredy Ramos Ríos y Dora María López Cardona, conforme quedó mencionado al comienzo de este proveído, es decir, el contrato se encuentra establecido mediante una prueba sumaria, permitida por la ley y por ello se ajusta el auto admisorio de la demanda.





La causal invocada para sustentar las pretensiones de restitución del inmueble arrendado, a cargo de los demandados, consiste en la mora del pago de la renta durante los periodos a que se refiere el hecho quinto de la demanda, sin embargo no se entrará al análisis de la causal referida, hasta tanto se establezca la existencia del contrato de tenencia, a sabiendas que una de las excepciones planteadas por los demandados se refiere a la inexistencia del mismo.





Pues bien, se dijo anteladamente que dentro de las modalidades para demostrar la existencia del contrato de arrendamiento, está la declaración de terceros constitutiva de prueba sumaria y a fe de que en forma como fue acompañado a la demanda, bien puede establecerse la existencia de esa relación contractual que se indica en los hechos de la demanda, relación contractual que si bien quiso plasmarse desde el 20 de abril de 2016 en forma escrita, ese escrito es visible a folios 7 y 8 del expediente, no llegó a consumarse con firmas de las personas allí negociadas como contratantes sin que sea menester entrar a averiguar qué razones impidieron esa firma, por parte claro está que quienes se anunciaron como arrendatarios, es decir los demandados en este asunto, de suerte que demostrada la existencia del contrato por medio ya explicado, la excepción “inexistencia” en tal sentido formulada está llamada al fracaso, y de contera la denominada “fraude procesal”, puesto que hasta ahora a pesar de haberse formulado denuncia penal contra los declarantes extra proceso para la demostración del contrato dicho, esa prueba no ha sido declarada nula, y de otro lado no se pidió dentro de este trámite la suspensión del proceso por prejudicialidad, que era antes de dictarse esta sentencia, de acuerdo con el articulo 161 numeral 1 del CGP.





Decantado lo relativo a la existencia del contrato, ahora sí deviene el estudio de la causal de mora, fundamento de la restitución, sobre el particular se dice en el escrito de la demanda, concretamente en el hecho quinto, que los demandados adeudan la totalidad de $11.565.000.oo por los periodos del 20 de abril de 2016 al 20 de diciembre del mismo año y del 21 de diciembre de 2016 al 20 de diciembre  de 2017, y del 21 de diciembre del 2017 a la presentación de la demanda, que fue el 9 de abril de 2018; trátese por ende de afirmaciones indefinidas que no requieren prueba, invirtiéndose la carga de esta para quien afirme lo contrario, en este caso la parte demandada Wilmer Hernando Villafañe Castaño y Ligia Flórez Rincón, quienes frente a dicha imputación propusieron las excepciones de inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, excepciones que no pueden prosperar por cuanto no acompañaron prueba de dicho pago, no obstante que dentro de la documental aducida por Villafañe Castaño apenas se trajeron algunos comprobantes de pago que distan mucho de tener por comprobado la cancelación de las sumas que se afirma deber en la demanda, nótese que esa documentación aportada hace alusión en su mayoría a los pagos del año 2016, siendo el más cercano  del 21 de junio de 2017 en cuantía de $800.000,oo, sin demostrarse, se repite, el pago comprendido entre el 22 de julio de 2017 al 20 de diciembre del mismo año, y lo debido del 21 de diciembre del mismo a la fecha de presentación de la demanda. Por otra parte la codemandada Ligia Flórez Rincón no adujo documento alguno sobre el particular.





(…)




Los testimonios oídos en las diferentes audiencias poco o casi nada aportaron para determinar las partes del contrato y los derechos y deberes de quienes fueron llamados a hacerlo, entre ellos como ya lo había manifestado, Juan Rafael Aguirre Echeverry, él en su declaración se limitó a decir, más que todo que cuando él iba allí, a este establecimiento de comercio, percibía los malos olores, siempre dijo que percibió malos olores y que habían unas goteras, hizo referencia al preguntársele por qué diera una fecha de cuando empezó a ir allí, el mencionó que el 20 de marzo de 2016 empezó a ir, que ya estaba el señor Villafañe con este establecimiento porque él era muy amigo de él, entonces el en vez de favorecer al señor Villafañe que era prueba de él, pienso yo  que antes lo perjudicó porque hizo énfasis en la fecha en que empezó a visitar el establecimiento de comercio que fue para los primeros meses del mes de abril de 2016. 





Ahora, la señora Julia Rosa López, que la tuvimos esta mañana en audiencia, ella manifestó y en ese sentido estaba como muy lucida en ese sentido cuando dijo, a mí me entregaron ese documento donde el señor Villafañe daba por terminado el contrato el día 10 de diciembre de 2017, aunque tuviera esa fecha de junio de 2016, no se lo entregaron en esa época, y ella lo repitió aquí, y le hice énfasis en el juramento y repitió claramente y así lo entendió el despacho el 10 de diciembre de 2017.





(…)




José Leonardo Salazar, pues él no le probó bien al señor Villafañe que si hubiese pagado todos los cánones de arrendamiento porque acá más que todo se solicitó la terminación de este contrato por falta de pago en los cánones del contrato de arrendamiento, entonces ninguno de ellos pudo dar fe claramente que el señor Villafañe si pagara cumplidamente los recibos, el señor José Leonardo Salazar manifestó que como él lo había dicho en la declaración, que él vio un día en mayo que pago una parte y después pago la otra, con eso no está probando que pago todos los demás meses de arrendamiento que era lo que le correspondía al señor Villafañe probar, que había pagado todos estos cánones de arrendamiento, porque esa fue una de las causales que invoco la parte demandante para que se diera por terminado el contrato de arrendamiento. 





Por lo demás los interrogatorios de parte absueltos por los señores Jaime Ardila Rodríguez y Wilmar Hernando Villafañe contribuyeron a demostrar, de acuerdo con el análisis de sus respuestas dadas a las diferentes preguntas, que entre ellos se consumó la relación contractual, a que de hecho da referencia esta providencia ajenos pues a la cuestión que tiene el señor José Ever y la señora Ligia Rincón, siempre se probó que el contrato existió entre Jaime Ardila Rodríguez y Wilmar Hernando Villafañe, que hubo una voluntad entre ellos, los testimonios de terceras personas, como ya manifesté ahora, oídos en audiencias poco o casi nada aportaron para determinar las partes del contrato y las obligaciones, derecho y deberes de quienes fueron llamados, los testimonios no fueron contundentes. 





(…)




En lo atinente al reclamo de las mejoras formulado en la contestación de la demanda, y con base en ello, el ejercicio del derecho de retención de la cosa arrendada, después de analizadas todas las pruebas recogidas sobre el particular, el juzgado llega a la conclusión, y aquí tuve en cuenta las reglas de la sana critica, es decir, reuní todas esas pruebas y saqué las conclusiones, además pues teniendo en cuenta la experiencia, que es un conjunto de la sana crítica para valorar todas las pruebas.





Las pruebas recogidas sobre el particular, el Juzgado llega a la conclusión que el demandado Villafañe no tiene derecho a tal reclamación, comoquiera que si algunas reparaciones debió efectuar en el inmueble arrendado ello se debió al hecho de haber destinado el inmueble para un fin que en un principio no fue acordado, como lo fue el establecimiento de restaurante, tanto así que existiendo por parte del demandante Ardila Rodríguez una inscripción mercantil denominada, “Fonda y Establecimiento La Florida”, Villafañe Castaño consiguió registrar a su nombre, la razón social “Santo Pamelo”, con actividad principal, expendio a la mesa de comidas preparadas, por lo que es apenas obvio, lógico y natural, que tuviera que adecuar mas no mejorar el inmueble, para la destinación que se ha hecho mención, no puede por tanto esgrimir a su favor las mentadas mejoras y pedir por ende su reconocimiento y pago con derecho a retener el bien, si el concepto de mejoras necesarias útiles o de otro linaje no fue demostrado dentro de plenario, pues se insiste en que se trató meramente de adecuaciones  o reparaciones locativas, que por virtud del artículo 1985 del Código Civil corresponde generalmente al arrendatario, precisamente para el fin propuesto con el establecimiento de comercio que fundó dentro del inmueble arrendado la destinación específica citada. 





No podría pues tampoco aspirar que se le reconociera derecho alguno por concepto de mejoras, si las mismas no han sido acordadas con el arrendador previamente bajo la antesala del acuerdo  o consentimiento del mismo, como corolario  de lo anterior, la reclamación no tiene asidero legal y tampoco reconocimiento del derecho de retención de la cosa, las pretensiones favorables al demandante obligan a la imposición de costas al demandado, las mismas serán tasadas al finalizar, de acuerdo con el artículo 365 del CGP. 




Del estudio de los apartes transcritos y resaltados, la Sala concluye que la decisión cuestionada, exhibe una valoración integral y completa de las pruebas recaudadas en el caso, las cuales conducían a la prosperidad de las pretensiones.




Se explica en el orden en que vienen formuladas las excepciones, que a su vez son las quejas de esta acción de tutela:





(i) y (ii) Es insostenible la excepción cuyo fundamento radica en la inexistencia de la relación contractual entre los señores Jaime Ardila Rodríguez y Wilmar Villafañe Castaño, y, en consecuencia, también lo es aquella que pretende poner en tela de juicio los deberes y obligaciones derivadas de ella, esto al margen de que se cuestionen las declaraciones extra proceso que se adosaron al trámite para demostrarla, porque en últimas, como esgrimió la funcionaria, es un anexo permitido por el estatuto procesal (Num 1°, Art. 384 del CGP) y las partes se presentaron al proceso como arrendador y arrendatario respectivamente, circunstancia confirmada por múltiples testigos, ninguno de los cuales pudo desvirtuar la afirmación del demandante, en relación con la fecha de inicio del contrato.




(iii) Tampoco pudo falsearse, con ninguna de las pruebas documentales o testimoniales, la afirmación del demandante en relación los cánones de arrendamiento adeudados, no hay ninguna declaración o documento, como explicó la funcionaria, que permita concluir que el demandado pagó alguno de los cánones que se denuncian en mora; siendo su obligación demostrarlo (Art. 167 del CGP).




(iv) Nunca se pudo demostrar que las mejoras hubieran sido consentidas por el arrendador y que estas hubieran sido de aquellas que se impusiera reconocer  (Art. 27 Ley 820 del 2003 y Arts. 1993 y 1994 del Código Civil).

(vi) Finalmente es irrelevante poner de relieve el trámite penal relacionado con la presunta falsedad de las declaraciones extrajuicio, que se adosaron al expediente para acreditar la existencia del contrato de arrendamiento, cuando es inexistente una condena y para rematar se omitió solicitar la prejudicialidad del proceso (Art. 161 del CGP). 




De manera que no luce subjetiva, caprichosa o antojadiza la resolución de la funcionaria encartada y se inadvierte la presencia de una vía de hecho, así que el reclamo del peticionario no halla recibo en esta sede excepcional.




En suma, lo argumentado en la acción de tutela, solo es una diferencia de criterio acerca de la ponderación realizada por la funcionaria entre las normas que regulan el proceso de restitución de inmueble arrendado y las pruebas que se recolectaron durante su trámite, cuyo resultado no puede ser descalificado, porque si así se hiciera, se usurparía la función misma del juicio ordinario.  





Solo recuérdese que de antaño la jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sobran adicionales argumentos, para prohijar la resolución de primera instancia, que negó las pretensiones invocadas en el resguardo; se adicionará el fallo, absolver a los demás citados al trámite y para levantar la medida provisional decretada desde el 26 de febrero del año 2019 (f. 29, c. 1).
 



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 31 de mayo del 2019, por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Wilmar Hernando Villafañe Castaño inició frente al Juzgado Primero de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Pereira a la que fueron vinculados Jaime Ardila Rodríguez, José Heberth Ceballos López, Ligia Flórez de Obando, Arturo Barriga Rodríguez.




Se ADICIONA para levantar la medida provisional decretada desde el auto preferido el 26 de febrero del 2019 y para absolver a los demás citados al trámite. 





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Algunas decisiones en que la Corte Constitucional ha considerado que se configura un defecto fáctico son: T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-778 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-171 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández),  T-908 y T-808 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-1065 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-162 de 2007 (MP Jaime Araújo Rentería), T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1082 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-417 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-808 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), T-653 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla), T-350 de 2011 (MP María Victoria Calle Correa; SV Mauricio González Cuervo), SU-424 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), SU-950 de 2014 (MP Gloria Stella Ortíz Delgado), SU-240 de 2015 (MP Martha Victoria Sáchica Méndez), SU-406 de 2016 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-090 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), entre muchas otras.


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� “Un caso en el que esta Corporación consideró que existió vía de hecho por defecto fáctico, por haberse omitido la valoración de algunas pruebas, lo constituye la sentencia T-039 de 2005, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Sobre este mismo tópico, la sentencia T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, igualmente es ilustrativa.” Otros casos en los que la Corte Constitucional ha fallado por encontrarse un defecto fáctico por omitir la valoración de alguna prueba son: T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-747 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-078 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-360 de 2011  (MP Juan Carlos Henao Pérez; SV Mauricio González Cuervo), T-628 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1100 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-803 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), T-734 de 2013 (MP Alberto Rojas Ríos), T-241 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.


� “Ibídem”.


� “Al respecto, puede consultarse la sentencia T-235 de 2004, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra”.


� Corte Constitucional, sentencia T-916 de 2008 (MP Clara Inés Vargas Hernández), reiterada, entre otras, en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).





13

